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Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 3 de la Ley Hipotecaria, 82-3.o de su Reglamento
y las Resoluciones de 2 de diciembre de 1987, 26 de junio de 1901, 3
de marzo de 1912, 21 de febrero de 1992 y 8 de mayo de 2001.

1. El problema planteado en el presente recurso se limita a determinar
cómo ha de acreditarse a efectos registrales la ineficacia del llamamiento
como herederos sustitutos vulgares de los descendientes del instituido
cuando éste premuere al testador sin descendencia.

2. Es doctrina de este Centro directivo con más de un siglo de exis-
tencia, en concreto a partir de la Resolución de 2 de diciembre de 1897,
que ni el Código civil, ni la legislación especial, ni la Ley Hipotecaria
exigen que la persona o personas instituidas nominativamente como here-
deros en un testamento acrediten, para adquirir los derechos inherentes
a esa cualidad, que el testador no dejó a su fallecimiento otros herederos
forzosos si el instituido o los instituidos reunían ese carácter, o que no
dejó ningún heredero forzoso si el nombrado era una persona extraña,
por cuya razón no han establecido procedimientos destinados a obtener
la justificación de semejante circunstancia negativa. Si inicialmente esa
doctrina se aplicaba a supuestos en los que junto a la designación nominal
de unos herederos existía otra hecha cautelarmente por circunstancias
-la institución, junto con unos hijos específicamente designados, de los
demás que en el futuro pudiera tener el testador- pasó igualmente (Re-
solución de 26 de junio de 1901) a aplicarse al supuesto de designación
hecha simplemente por circunstancias -la institución hecha a favor de
los hijos de determinada persona- pero partiendo de la base de que los
que concurrían como tales a la partición acreditaban estar incluidos en
el llamamiento. Incluso esa doctrina de la innecesariedad de probar hechos
negativos llega a mantenerse en el supuesto de premoriencia de un heredero
legitimario al señalar que no es preciso justificar que haya dejado des-
cendientes que ostenten derecho a la legítima (Resolución de 3 de marzo
de 1912).

3. Ahora bien, no puede identificase, tal como pretende el recurrente
con su apelación a aquella doctrina, el supuesto de inexistencia de otras
personas interesadas en la herencia que las llamadas como tales en el
título sucesorio, un hecho negativo que no es necesario probar, con la
posibilidad de prescindir en la partición de las que si han sido llamadas,
pues la exclusión de éstas en la partición de la herencia exige el justificar
el por qué no se les atribuyen los derechos a los que han sido llamados.
Y no puede desconocerse que en una sustitución vulgar para el caso de
premoriencia del instituido, los sustitutos aparecen condicionalmente ins-
tituidos de suerte que, acreditado el cumplimiento de la condición que
determina su llamamiento, la muerte del instituido, habrá que probar la
razón por la que el mismo no tiene efectividad.

No otra era la conclusión a que llegaba la Resolución de 21 febrero
1992 cuando decía que la sola consideración de la inseguridad que pro-
vocaría una tesis como la propugnada por el recurrente en orden a la
firmeza de la partición de este modo realizada, así como la evidente inad-
misión en la esfera registral (regida por el principio de titulación fehaciente
del hecho o acto inscribible -artículo 3 Ley Hipotecaria) de un pretendido
medio de prueba que se reduce a las manifestaciones de quienes invocan
la condición debatida, bastaría para la desestimación del recurso; más
ésta viene además confirmada, añadía, por el texto claro y categórico del
artículo 82-3.o del Reglamento hipotecario cuando exige -más bien per-
miteacta de notoriedad para la determinación del extremo ahora cues-
tionado, y ello cuando de la Ley o de la cláusula de sustitución no resulte
la necesidad de otro medio probatorio (vid. Ley 236 Compilación de
Navarra).

Y es que resulta perfectamente compatible la exigencia de acreditar
la inexistencia de los llamados como sustitutos con la doctrina de la no
necesidad de justificar que existen otros que los que acrediten serlo con
un título suficiente, tal como sentara la Resolución de 8 de mayo de 2001.
Acreditado con el título sucesorio del sustituido que los que invocaban
la condición de sustitutos eran descendientes del mismo y como tales
llamados a sustituirlo, no es necesario acreditar, reiteraba, el hecho nega-
tivo de que no existen otros que los resultantes de ese título, lo que abona
el carácter no absolutamente necesario sino facultativo o subsidiario del
acta de notoriedad a que se refiere la citada norma reglamentaria que,
en contra de lo pretendido por el recurrente, no se refiere tan sólo a
las sustituciones fideicomisarias.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia
del lugar donde radica el inmueble, en el plazo de dos meses desde su

notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 21 de mayo de 2003.—La Directora General, Ana López-Monís
Gallego.

Sr. Registrador de la Propiedad de Sevilla, 9.

12267 RESOLUCIÓN de 23 de mayo de 2003, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por D.a María, D.a Natividad, D. Tomás
y D. Lorenzo Bravo Serrano, contra la negativa del Regis-
trador de la Propiedad de Majadahonda n.o 1, D. Carlos
Huidobro Gascón, a inscribir determinadas certificaciones
del Ayuntamiento.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Letrado, D. Miguel Angel
Pérez de la Manga Falcón, en nombre de D.a María, D.a Natividad, D. Tomás
y D. Lorenzo Bravo Serrano, contra la negativa del Registrador de la Pro-
piedad de Majadahonda n.o 1, D. Carlos Huidobro Gascón, a inscribir deter-
minadas certificaciones del Ayuntamiento.

Hechos

I

Con fecha de 12 de noviembre de 2002, se presentaron en el Registro
de la Propiedad de Majadahonda n.o 1, dos certificados expedidos por
D.a Isabel Broz Huguet, Secretario habilitado del Ayuntamiento de Villa-
nueva del Pardillo. En el primer certificado de fecha 30 de mayo de 2000,
expedido a solicitud de los interesados se rectifica una Reparcelación rea-
lizada en 1995, en el sentido de disminuir la superficie segregada de deter-
minadas fincas e incluir una finca nueva formada por las superficies dis-
minuidas. En el Segundo, de 12 de julio de 2000, expedido como con-
secuencia de un recurso de reposición contra el acuerdo anterior, que
solicita que la nueva finca se inscriba como ganancial de los adjudicatarios
y no como privativa de ellos, se determina que en la nueva finca se exprese
la existencia de dicha controversia.

II

Las certificaciones citadas fueron calificadas contra la siguiente nota:
«Calificado el precedente mandamiento, se suspende su anotación en base
a los siguientes hechos y fundamentos de derecho: Hechos: Se presenta
en este Registro, certificaciones expedidas por Doña Isabel Broz Huguet,
Secretario del Ayuntamiento de Villanueva del Pardillo, a las doce horas
cincuenta minutos del día doce de los corrientes, con el asiento número
344 del tomo 41 del Diario, por las que se modifica parcialmente el Proyecto
de Reparcelación de la Unidad de Actuación “F1” del PGOU de Villanueva
del Pardillo, en cuanto a la superficie en fincas aportadas y titularidad
en resultantes. Fundamentos de Derecho: 1. Las certificaciones se expiden
a reserva de los términos que resulten de la aprobación del acta corres-
pondiente, sin que conste tal aprobación. No consta en la certificación
la expresa indicación de haberse notificado las rectificaciones cuya ins-
cripción se solicita a todos los titulares de fincas y derechos afectados
por la equidistribución —Art. 7.11 de la Ley 1093/1997—. 2. Lo previsto
en los artículos 1 y 82 de la Ley Hipotecaria, ya que la modificación del
contenido registral, en cuanto a los derechos inscritos, exige el consen-
timiento de su titular o, en su caso, resolución judicial firme, sin que
quepa atribuir al Ayuntamiento en cuanto órgano actuante la facultad
de modificar unilateralmente el contenido del Registro (Resolución
D.G.R.N. 10-3-2000). 3. Lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley Hipotecaria,
al figurar inscritas, con posterioridad a la inscripción del proyecto, modi-
ficaciones hipotecarias sobre las finca aportadas al proyecto. De la 3.621
fueron segregados 20,06 metros cuadrados y vendidos a Don Tomás Bravo
Serrano quien a su vez los agrupó con otra de las fincas aportadas al
proyecto 3.622, formando la finca registral número 5.172 de Villanueva
del Pardillo. Igualmente la finca resultante número 4.958, objeto de modi-
ficación en cuanto a la determinación de su nueva correspondencia, ha
sido transmitida a los esposos Don Lorenzo Bravo Serrano y Doña Tomasa
Torija Torija, con carácter ganancial. 4. Lo dispuesto en el artículo 13
de la Ley 1093/1997, al no haber una correspondencia en el carácter de
la hipotética adjudicación que puede producirse al dilucidarse en los Tri-
bunales la controversia existente en las fincas resultantes 4.959 —si bien
erróneamente figura en la certificación, sobre resolución de recurso de



23746 Jueves 19 junio 2003 BOE núm. 146

reposición, como finca 4.958— y 4.960, las cuales fueron adjudicadas en
correspondencia con las fincas aportadas 3.623 y 3.621, respectivamente,
adquiridas por compra, la 3.623, por Don Lorenzo Bravo Serrano, casado
con Doña Tomasa Torija Torija, con el carácter presuntivamente ganancial,
y la finca 3.621, por los esposos Doña María Bravo Serrano y Don José
Francisco Vicente Guil, por mitad y proindiviso para su sociedad conyugal,
y todo ello sin que conste previamente la anotación de demanda a que
se refiere el artículo 10.3 de la cita Ley 1093/1997. No se ha extendido
anotación de suspensión por no haber sido solicitado por el presente.
Contra la presente calificación cabe recurso ante la Dirección General
de los Registros y del Notariado, en el plazo de un mes desde su notificación,
mediante la presentación del escrito de recurso en este Registro de la
Propiedad o en las Oficinas y Registros previstos en el artículo 327 de
la Ley Hipotecaria, y por los trámites establecidos en los artículos 324
y siguientes de la propia Ley Hipotecaria. Majadahonda, a 30 de noviembre
de 2.002. El Registrador. Firma Ilegible».

III

El Letrado D. Miguel Ángel Pérez de la Manga Falcón, en nombre de
D.a María, D.a Natividad, D. Tomás y D. Lorenzo Bravo Serrano, interpuso
recurso gubernativo contra la anterior calificación y alegó: 1.o Que simul-
táneamente a este recurso se ha solicitado del Ayuntamiento de Villanueva
del Pardillo la subsanación de los defectos de que adolecen las certifi-
caciones objeto de la solicitud de inscripción y que se hacen constar en
la nota de calificación en los fundamentos de derecho 1.o y 4.o parcialmente,
por entender que son errores materiales y tienen la certeza de que los
actos que se han omitido en la certificación se han realizado por la admi-
nistración. Que en cuanto a los fundamentos de derecho 2.o y 3.o y parte
del 4.o de la nota de calificación, procede impugnarlos por este recurso
por entender que no son subsanables por la administración. Que hay que
hacer constar lo que dice el artículo 2.3 del Real Decreto 1093/1997, de
4 de julio, lo cual no se ha reflejado en los fundamentos de derecho 2.o y
3.o de la nota de calificación, debiendo señalarse la solución de los defectos
observados en las certificaciones presentadas, según el artículo 333.3 del
Reglamento Hipotecario. 2.o Que entrando en el fondo del asunto, en cuan-
to al fundamento de derecho 2.o de la nota de calificación recurrida, se
considera que tanto los artículos 1 y 82 de la Ley Hipotecaria como la
Resolución de 10 de marzo de 2000 no son de aplicación en este supuesto
de hecho. Que se trata de una Administración que comete un error en
un proyecto de desarrollo urbanístico de iniciativa pública, que lo reconoce
y subsana y aún así se deniega el acceso al Registro de dicho documento,
no por los defectos que serán subsanados por la Administración, sino
porque según se hace constar en la nota de calificación «la modificación
del contenido registral, en cuanto a los derechos inscritos, exige el con-
sentimiento del titular». Sería de interés tener en cuenta lo siguiente:
a) Que son los propios interesados, quienes, en aras de solucionar lo antes
posible el problema existente con sus fincas, están solicitando la inscripción
de un documento administrativo por lo que el consentimiento queda más
que acreditado; b) Que el Ayuntamiento puede modificar la situación jurí-
dico real inscrita en virtud de título administrativo (Resoluciones de 27
de junio de 1989, 8 y 11 de enero de 1999 y 10 de enero de 2000); c) El
artículo 105.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, según redacción dada por
Ley de 4/1999. Que es evidente que quien se ha beneficiado injustamente
de un error en un proyecto de reparcelación no tiene que prestar su con-
sentimiento para que el error sea subsanado y, en consecuencia, la ins-
cripción en el Registro de la Propiedad deberá hacerse sin que conste,
del mismo modo, dicho consentimiento. Que por lo expuesto, no procede
suspender la inscripción del documento por los motivos contenidos en
el fundamento de derecho segundo de la nota de calificación, por existir
el consentimiento de los titulares realmente afectados y del Ayuntamiento
de Villanueva del Pardillo competente para realizar esa modificación.
3.o Que en lo referente al Fundamento de derecho 3.o de la nota de cali-
ficación, hay que señalar que no todas las fincas objeto de la subsanación
de error cometido han sufrido modificaciones hipotecarias, por lo que
se podía haber procedido a la inscripción parcial del documento en cuanto
a esas fincas. Que ya se hizo constar en el documento administrativo que
las fincas números 3620 y 3623 no habían sufrido ninguna modificación
registral, por lo que dicho motivo, en ningún caso, debe aplicarse a dichas
fincas. Que teniendo en cuenta que lo que el Registrador ha ordenado
es la suspensión de la anotación y no la denegación de la inscripción,
se deduce que dicho defecto, en virtud del artículo 65 de la Ley Hipotecaria,
es subsanable. Que igualmente se deduce que la única manera de subsanar
dicha falta es prestando su consentimiento los titulares de derechos ins-
critos con posterioridad. Que todas las modificaciones que se han pro-

ducido en las fincas han tenido como intervinientes a los mismos inte-
resados, quienes al promover el expediente administrativo de rectificación
de errores y solicitar la inscripción del documento, muestran su confor-
midad con el mismo. En cualquier caso se reitera lo expuesto con ante-
rioridad de que la administración para subsanar un error, no precisa del
consentimiento de quien se ha beneficiado injustamente de dicho error
y respecto a lo dispuesto en el artículo 2.3 del Real Decreto 1093/1997.
4.o Que en cuanto al fundamento 4.o «in fine» de la nota de calificación,
hay que señalar en primer lugar, que difícilmente puede anotarse sobre
una finca no inmatriculada una demanda, puesto sobre dicha finca es
sobre la que existe la supuesta controversia. En segundo lugar, lo que
dispone el artículo 103.4 del Reglamento de Gestión Urbanística. Dicho
procedimiento es el que ha seguido el Ayuntamiento de Villanueva del
Pardillo, en cuanto a la titularidad controvertida de la finca de origen.
5.o Que para el caso en que no pueda realizarse la inscripción del docu-
mento presentado en su totalidad, interesa que se proceda a la inscripción
parcial del mismo, en cuanto a la cancelación de la segregación realizada
erróneamente en el Proyecto de Reparcelación.

IV

El Registrador de la Propiedad informó: 1.o Que no se puede calificar
sino de extemporánea la rectificación de varios asientos, practicados por
consecuencia de un proyecto de reparcelación llevado a cabo por el Ayun-
tamiento de Villanueva del Pardillo. Las inscripciones a que se refiere
tuvieron acceso al Registro de la Propiedad de Majadahonda en 1997.
Desde entonces son múltiples y variadas las actuaciones registrales que
han afectado a las fincas procedentes del Proyecto, cuya rectificación se
pretende, incluso algunas llevadas a cabo por los mismos titulares que
solicitaron la, por ellos llamado, rectificación de errores. Que la aplicación
de los artículos 1, 40 y 82 de la Ley Hipotecaria es la regla general inex-
cusable para las modificaciones de los asientos registrales. Como no puede
ser menos por la pura y simple aplicación de los principios hipotecarios
fundamentales de inscripción, legitimación, fe pública y tracto sucesivo.
Que es cierto que la Resolución de 10 de mayo de 2000 admite la posible
rectificación, por la administración certificante, de los errores materiales
de que adolezca un proyecto de parcelación, en base al artículo 113.3
del Reglamento de Gestión Urbanística. En este caso, no se está en tal
hipótesis, sino por el contrario en un supuesto en el que la inicial rec-
tificación del puro error material de la superficie de unas segregaciones
trae como consecuencia alteraciones de mayor importancia. Así la inma-
triculación de una nueva finca para su inclusión en el proyecto, y la atri-
bución de la titularidad de ella en una situación de pendencia o conflicto
en cuanto a la determinación de su carácter matrimonial privativo o ganan-
cial. Modificándose, pues la extensión y titularidad de las fincas objeto
de proyecto, algo mucho más transcendente que un puro error material,
resultando dudosa en este caso la admisibilidad de un procedimiento inma-
triculatorio tan excepcional. Que si bien de la identidad de los recurrentes
resulta que parte de los titulares registrales dan su consentimiento explícito
a la rectificación, no resulta de las actuaciones certificadas que otros titu-
lares, por razón de posible atribución ganancial, presten también de forma
expresa tal consentimiento; y no queda acreditada la garantía de los dere-
chos de los demás titulares incluidos en la actuación urbanística que se
rectifica mediante las notificaciones administrativas procedentes. 2.o Que
la inscripción de las modificaciones hipotecarias, con posterioridad a la
del proyecto de reparcelación que se pretende rectificar, se da respecto
de parte de las fincas a las que directamente afecta y de una forma masiva
respecto a la mayoría de las otras entidades registrales que traen su origen
de la actuación urbanística referida. Que es preciso destacar el carácter
unitario de tal actuación y, por tanto, que su inscripción se lleva a efecto
en forma completa, sin que la rectificación parcial sea posible, dada la
interconexión que el principio de subrogación real que la inspira exige
en toda reparcelación. Que una rectificación limitada de la misma quedaría
excluida, por consecuencia de esas transformaciones registrales posterio-
res en base al artículo 17 de la Ley Hipotecaria. Que corregir la superficie
segregada supone la inmatriculación de una nueva finca, y esta nueva
realidad registral implica modificar la atribución de titularidades domi-
nicales, condicionadas a la conflictividad planteada en cuanto al régimen
económico matrimonial de parte de dichas fincas. Que, por ello, no cabe
en ningún caso, una inscripción parcial que sería contradictoria con la
misma realidad de la rectificación; y de nuevo hay que reiterar que el
consentimiento a ella no se ha extendido, según la documentación pre-
sentada, a todos los interesados. 3.o Que ante una situación de conflic-
tividad litigiosa, surgida al iniciarse el proyecto de reparcelación o en
la tramitación del mismo, es admisible la excepcional solución registral
del artículo 103.4 del Reglamento de Gestión Urbanística. Pero tal atri-
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bución incierta no parece justificada ya terminado el procedimiento de
reparcelación y firme la resolución del mismo. En tal momento parece
que sería la anotación preventiva de demanda la vía normal para la cons-
tancia de esas situaciones litigiosas. Que el hecho de que la finca a la
que afecta sea objeto de inmatriculación no excluye tal exigencia que siem-
pre será posible practicar mediante la anotación preventiva de suspensión
de la anotación de demanda por falta de previa inscripción (artículo 20
p. III de la Ley Hipotecaria). Que incluso en las certificaciones presentadas
a inscripción no resulta, ni tan siquiera, que esa titularidad que es atribuida
con el carácter de dudosa e indeterminada, se encuentre realmente en
litigio ante los tribunales de justicia, lo que en todo caso parece presupuesto
inexcusable, como requisito previo imprescindible a una inscripción tan
excepcional.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 102 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, 1, 19, 40
y 82 de la Ley Hipotecaria, 307, 308 y 310 del Texto Refundido de la
Ley del Suelo aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de
junio, Disposición derogatoria única de la Ley 6/1998, de 13 de abril,
sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, 1, 2, 6, 7 y 8 del Real Decreto
1093/1997, de 4 de julio, sobre Inscripción de Actos de Naturaleza Urba-
nística, 113, 172, 173 y 174 del Real Decreto 3288/1978, Reglamento de
Gestión Urbanística, 9 y 117 del Reglamento Hipotecario, y las Resoluciones
de esta Dirección General de 22 de junio de 1989, 8 y 11 de enero de
1999, 10 de marzo de 2000 y 26 de febrero y 31 de julio de 2001.

1. Se presentan en el Registro dos certificaciones de un Ayuntamiento.
Por la primera de ellas, hecha a solicitud de los interesados, se rectifica
una Reparcelación realizada en 1995 en el sentido de disminuir la superficie
segregada de determinadas fincas e incluir una finca nueva formada por
las superficies disminuidas. En la segunda, dictada como consecuencia
de un recurso de reposición contra el acuerdo anterior, que solicita que
la nueva finca se inscriba como ganancial de los adjudicatarios, y no como
privativa de ellos, se determina que en la nueva finca se exprese la exis-
tencia de dicha controversia.

El Registrador suspende la inscripción por falta de consentimiento
de todos los titulares registrales actuales de las fincas objeto de modi-
ficación, ya que, con posterioridad a la inscripción de la Reparcelación
se han producido ventas a distintas personas. Los interesados recurren.

2. El recurso ha de ser desestimado. Como ha dicho ya este Centro
Directivo (vid. Resoluciones citadas en el «vistos»), si bien cabe la ins-
cripción de modificación de situaciones jurídico-reales por resolución de
la Administración que modifica un título administrativo anterior (cfr. ar-
tículo 102 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y Procedimiento Administrativo Común), siempre que se trate de expe-
dientes rectificatorios en los que la autoridad administrativa interviniente
sea competente por la modificación que se acuerde y se cumplan en él
las garantías legales establecidas a favor de la persona afectada, habiendo
ganado firmeza en vía administrativa el acuerdo de aprobación definitiva
de un Proyecto de Reparcelación, no cabe introducir en él una modificación
del alcance de la que se pretende, que desborda claramente lo que es
un mero error material o de hecho, o una previsión complementaria ple-
namente respetuosa del contenido básico que se completa, por lo que no
cabe acceder al reflejo registral de la modificación pretendida si no media
el consentimiento de todos los titulares afectados o la oportuna resolución
judicial.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su
notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello
conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 23 de mayo de 2003.—La Directora General, Ana López-Monís
Gallego.

Sr. Registrador de la Propiedad n.o 1 de Majadahonda.

12268 RESOLUCIÓN de 29 de mayo de 2003, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, declarando inhábiles
los días 23 y 24 de junio de 2003, a efectos registrales,
en el Registro de la Propiedad de Lalín.

Visto el escrito de fecha 22 de mayo de 2003 que dirige a este Centro
Directivo Dña. Francisca Núñez Núñez, Registradora de la Propiedad de

Lalín, en el que expone que tiene previsto trasladar la Oficina del Registro
a otro local dentro de la misma localidad, por lo que solicita se declaren
inhábiles, a efectos registrales, los días 23 y 24 de junio de 2003.

Visto el artículo 260 de la Ley Hipotecaria, el Real Decreto 1474/2000,
de 4 de agosto, sobre estructura orgánica básica del Ministerio de Justicia,
así como los artículos 360 y 488 del Reglamento Hipotecario.

Teniendo en cuenta que el artículo 360 del Reglamento Hipotecario
exige que la modificación del horario de apertura del Libro Diario se comu-
nique a la Dirección General y se haga público mediante edicto fijado
en lugar visible de la oficina. El artículo 488 del Reglamento Hipotecario
faculta a este Centro Directivo para dictar instrucciones respecto de la
forma de llevar a cabo el traslado de las oficinas.

Se estima conveniente dar la mayor difusión posible a esta Resolución,
mediante su publicación en el Boletín Oficial del Estado para salvaguardar
la seguridad jurídica en el tráfico inmobiliario, como se hizo en el caso
de inundaciones producidas en Santa Cruz de Tenerife (Resolución de
4 de abril de 2002), para mejorar el sistema informático en el Registro
Mercantil de Madrid (Resolución de 7 de marzo de 2002), en el Registro
de la Propiedad de La Bisbal D’Empordà (Resolución de 4 de abril de
2003) y en el Registro de la propiedad de Gavà (Resolución de 21 de
abril de 2003); y del traslado de los Registros de Barcelona (Resolución
de 17 de Marzo de 1999), Altea (Resolución de 25 de Julio de 2001), Puerto
de Santa María N.o 1 y N.o 4 (Resolución de 28 de noviembre de 2001),
Sant Cugat del Vallés y Rubí (Resolución de 17 de diciembre de 2001),
Dos Hermanas N.o 1 y N.o 2 (Resolución de 8 de febrero de 2002), Ciudad
Real N.o 2 y Mercantil (Resolución de 26 de marzo de 2002), Huelva N.o1,
N.o 2 y Mercantil (Resolución de 7 de octubre de 2002), Mercantil de Almería
(Resolución de 8 de octubre de 2002), Amurrio (Resolución de 24 de octubre
de 2002), Mercantil de A Coruña (Resolución de 26 de noviembre de 2002),
Córdoba N.o 1, N.o 2, N.o 3, N.o 4, N.o 5 y Mercantil (Resolución de 9
de diciembre de 2002), Almagro (Resolución de 10 de diciembre de 2002),
Coruña N.o 2 y N.o 6 (Resolución de 28 de enero de 2003), A Coruña
N.o 1 (Resolución de 17 de febrero de 2003), A Coruña N.o 7 (Resolución
de 6 de marzo de 2003) y Badalona N.o 1, N.o 2 y N.o 3 (Resolución de
20 de marzo de 2003).

En consecuencia, esta Dirección General ha acordado:

1.o Declarar inhábiles los días 23 y 24 de junio de 2003, a efectos
registrales, en el Registro de la Propiedad de Lalín.

2.o Ordenar a la Sra. Registradora de la Propiedad de Lalín que expon-
ga esta Resolución en el tablón de anuncios de dicho Registro desde el
día de su notificación.

3.o Proceder a la publicación de esta Resolución en el Boletín Oficial
del Estado.

Madrid, 29 de mayo de 2003.—La Directora general, P. S. (art. 443,
Decreto de 14 de febrero de 1947), el Subdirector general del Notariado
y de los Registros de la Propiedad y Mercantiles, Manuel Herrador Munilla.

Sra. Registradora de la Propiedad de Lalín.

MINISTERIO DE HACIENDA
12269 RESOLUCIÓN de 14 de junio de 2003, de Loterías y Apuestas

del Estado, por la que se hace público el programa de pre-
mios para el Sorteo de la Lotería Nacional que se ha de
celebrar el día 21 de junio de 2003.

SORTEO DE LOTERÍA NACIONAL

El próximo Sorteo de la Lotería Nacional, que se realizará por el sistema
moderno, tendrá lugar el día 21 de junio de 2003 a las 17 horas en el
Salón de Sorteos sito en la calle Guzmán el Bueno, 137, de esta capital
y constará de diez series de 100.000 billetes cada una, al precio de 60 euros
el billete, divididos en décimos de 6 euros, distribuyéndose 3.906.000 euros
en 35.841 premios de cada serie.

Los billetes irán numerados del 00000 al 99999.

Premio al décimo

1 Premio de 2.940.000 euros, para una sola fracción
de uno de los billetes agraciados con el premio pri-
mero .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2.940.000


